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			Prólogo


			La ola populista que gobernó América Latina en la primera parte del siglo XXI impulsó el debate sobre el papel en la sociedad, la cultura y –sobre todo– la política de las empresas de medios de comunicación del siglo XX. Esa discusión pública, en la que los presidentes ocuparon un papel central, se tradujo en nuevas regulaciones y políticas presentadas como democratizadoras y desmonopolizadoras. Como en ninguna otra época, se fijaron legalmente exigentes criterios de acceso a licencias audiovisuales y a la propiedad de medios gráficos. La exposición de los empresarios de medios y su señalamiento como actores políticos caracterizados en general de antipopulares fue una constante. 


			Sin embargo, aquel discurso democratizador de las voces –como se verificó con posterioridad– tuvo en la práctica la consecuencia de la desaparición de medios, la autocensura y la persecución política de editores y periodistas en varios países. El caso más extremo de esta corriente fue Venezuela. Otros países, con o sin cambio de signo político, giraron sobre sus pasos y dieron marcha atrás a aquellas políticas, como Ecuador o la Argentina.


			En ese contexto, los gobiernos populistas impulsaron la creación de medios estatales y paraestatales, financiados estos últimos con dinero público. En la Argentina, durante los tres gobiernos de Néstor y Cristina Kirchner, numerosos empresarios y dirigentes políticos y sindicales se volcaron a la compra o la creación de emisoras de radio y televisión, productoras audiovisuales, editoriales de periódicos y medios digitales. Esos empresarios, en su gran mayoría provenían de otras actividades económicas –en general ligadas a contrataciones del Estado– o directamente de la militancia política. Durante los mismos gobiernos fueron involucrados en presuntos hechos de corrupción –mayormente sin vinculación con la actividad editorial–, algunos de los cuales fueron llegando a juicios y condenas.


			Sin negar el principio de inocencia que está en los cimientos de las sociedades democráticas, en este trabajo se relevaron los casos registrados hasta mediados de 2019 con detalles de las causas, los tribunales involucrados y la condición judicial o de denuncias al momento del cierre de la investigación, que lógicamente sigue abierta. Aunque predominan empresarios vinculados a las administraciones que rigieron la Argentina entre 2003 y 2015, también hay casos anteriores y posteriores. El uso de los recursos públicos para la construcción de maquinarias de comunicación adictas no parece ser patrimonio exclusivo de ningún partido.


			En Argentina, en el ámbito de los medios y el periodismo esta situación pasa mayormente inadvertida o es naturalizada. En cualquier otro país democrático, la acumulación de hechos sería motivo de fuerte interés público ante, al menos, dos alternativas posibles: o la presunta persecución judicial sobre editores independientes o el presunto robo de los dineros públicos mediante una organización a gran escala que requirió una maquinaria propagandística para sostenerse en el tiempo. En cualquier caso se trata de una situación institucional de gravedad que ninguna sociedad debería dejar de considerar.


		




		

			Introducción


			La República Argentina puede ser uno de los países con mayor cantidad de titulares de medios de comunicación detenidos, condenados, procesados, investigados o denunciados por actos de corrupción (comprobados o presuntos, según los casos) (1). 


			Muchos de los involucrados aducen encontrarse en esa situación por persecución política o ideológica. Es cierto que sectores de la justicia argentina exhiben hace décadas un evidente tiempismo (se investiga poco a quienes están en el poder, mientras se indaga intensamente a quienes lo han perdido). Pero esto no alcanza para invalidar el poder judicial ni para sostener que carece de independencia; simplemente es la justicia que se tiene. Lo verdaderamente relevante es que las pruebas que se acumulan en los casos son en general graves y precisas, al punto que la mayoría de los acusados apenas las han contestado o refutado, sino que se limitan a proclamar presuntas conspiraciones, operaciones, “armados de causas” o la supuesta persecución.


			Estos últimos argumentos son naturalmente esgrimidos por autores y beneficiarios ostensibles de las maniobras que generan los casos judiciales o las denuncias, pero también –en muchas oportunidades– por grupos de apoyo del correspondiente sector partidario. Esto introduce precisamente el factor de politización y tiende a arrastrar a las causas e investigaciones hacia el fango en el que se dirime la lucha por el poder.


			Por otro lado, el tema de la prisión preventiva ha causado mucha confusión: tratándose de una facultad discrecional del juez, es lógico que esa modalidad esté sujeta a discusión. Sin embargo, no hay que olvidar que el poder que tuvieron o tienen algunos de los procesados puede lograr el entorpecimiento de la investigación o la eliminación de pruebas (la llamada doctrina Irurzun). Hay que recordar también que –dadas las limitaciones sistémicas de la justicia argentina– casi el 60% de todos los reclusos en el país no tiene condena. De todas formas, sean o no discutibles los casos de prisión preventiva, la verdadera cuestión son los procesamientos y las evidencias que se van acumulando en buena parte de las causas.


			Esos juicios o investigaciones no son represalias en razón de lo que los medios difunden o de las ideas de sus titulares, como sostienen muchas veces los indagados o procesados. En realidad, varios de los titulares de medios del presente Mapa ni siquiera aparecen en él por actos relacionados con la operación propiamente dicha de sus medios –sin perjuicio de que también se registren irregularidades en ese sentido–, sino por actos de corrupción comprobada o presunta incurrida por ellos mismos en otros ámbitos o en los grupos económicos de los que tales medios eran o son parte (a veces extensiones o correlatos de grupos políticos).


			Es precisamente esta circunstancia la que revela, en un buen número de ocasiones, el verdadero carácter de esos medios de comunicación: actúan primordialmente como una cobertura o blindaje para contrarrestar críticas o atacar a quienes denuncien las actividades delictivas o procederes cuestionables de esas mismas estructuras, lo que incluye el uso de tales medios para resistir o atacar la actuación de autoridades que busquen aplicar la ley (caso muy característico del Grupo Indalo o –en mucho menor escala, pero con mayor nitidez– el de los medios de Jorge Castillo, el “rey de La Salada”). 


			Pero el funcionamiento propiamente dicho de los aludidos medios no sólo sirve para realizar negocios –lícitos, cuestionables o ilegales– sino también para difundir propaganda, es decir, contenidos opuestos a prácticas periodísticas profesionales, incluyendo lo que en la Argentina se llama operaciones (uso deliberado de información falsa o tergiversada con el propósito de lograr un efecto táctico en el escenario político, generalmente el descrédito inmediato de una persona, entidad o grupo; verdaderas actividades de fake news mucho antes de que se inventara esa expresión).


			Una parte de los medios que figuran en este Mapa –no todos, ni en el mismo grado– desarrollaron a través de su propio funcionamiento prácticas objetables, a veces simplemente carentes de ética y otras veces en flagrante violación de la ley. 


			Entre esas prácticas pueden mencionarse: relaciones privilegiadas con el gobierno y el poder político (nuevamente, el caso de Cristóbal López o, en una dimensión menor, el de Fernando Niembro) o incluso el poder económico (el caso de la productora Torneos); obtención de ventajas económicas, infraestructurales o regulatorias asignadas selectivamente por ese gobierno en detrimento de la competencia y en violación de la igualdad ante la ley (el caso de Sergio Szpolski), o bien el uso de medios como aparatos de propaganda paraestatal y/o partidaria financiados con dineros públicos o con el producto de delitos previos (en general, la mayoría de los medios creados o comprados durante el kirchnerismo).


			En suma, cuando hay un gobierno afín, estos medios permiten no sólo “bajar línea” en términos de propaganda sino también defender a sus protectores o amigos en las esferas gubernamentales; a la vez, llevan adelante o apoyan los negocios mediáticos o extramediáticos correspondientes. En una situación opuesta y en los casos de gobiernos no afines, esos medios pueden en cambio “operar” para denunciar –falsamente– que se les coarta su libertad de expresión o se los persigue políticamente cuando en realidad se toman medidas administrativas o judiciales legítimas para sancionar las irregularidades o delitos que sus titulares puedan haber cometido por su propia actuación personal o la de sus empresas (incluyendo a los propios medios). 


			Por supuesto, podrían darse situaciones en que un gobierno realmente persiguiera o coartara a propietarios de medios opositores usando entes reguladores, organismos impositivos o la propia justicia para imputar dudosas infracciones o “armar” causas legales, en cuyo caso los señalamientos de “persecución” tendrían fundamento. Sin embargo, múltiples indicios señalan que esta no es la situación actual en la Argentina.


			Los medios que proclaman apócrifamente ser perseguidos o censurados cuando se les aplica debidamente la ley desarrollan así funciones que encierran, según los casos, una relación espuria con el poder político: promiscuidad (si son una prolongación automática de la oposición) o intimidación (si se busca condicionar al gobierno en funciones). Al mismo tiempo, recurren a la movilización (manipulativa) de la opinión pública, tanto para generar apoyos como para concitar repudios. Pueden también impulsar campañas a favor o en contra de factores de poder dentro de una estrategia política o meramente extorsiva, absolutamente reñidas con prácticas de periodismo profesional.


			Los acusados o investigados por irregularidades o actos delictivos que operan estos medios tendrán así como objetivo final usar su poder comunicacional e influencia para evitar, hasta donde puedan, las sanciones que les podría corresponder. Incluso cuando actúen en un escenario favorable los medios pasan a ser un reservorio comunicacional en la eventualidad de que esas circunstancias llegaran a cambiar o si recibieran embates inesperados. 


			Nada de lo expresado en los párrafos anteriores tiene que ver con la línea editorial que esos medios pudiesen esgrimir, sea o no sincera y aún en un escenario como el descripto, tan contaminado por factores extraperiodísticos. 


			Allí está el caso de C5N, del grupo Indalo, la que recientemente y por primera vez en la historia fue la señal de noticias más vista entre todas las del cable. Los claros intereses creados de sus propietarios y de sus protectores políticos –en ambos casos con problemas legales, de los que se habló al comienzo de este texto– no son contradictorios con el hecho de que esa señal de noticias ofrezca informaciones que otros ámbitos no destacan y una línea editorial opositora que concita el interés de una porción de la audiencia.


			No obstante, precisamente por ser cobertura de intereses o vehículos de propaganda, muchos medios de este tipo ofrecen un periodismo sectario y/o de mala calidad, más allá del buen trabajo que por momentos o en ciertos temas pudiera realizar su personal en forma independiente a las intenciones de sus dueños. 


			En todo el mundo hay empresarios propiamente de medios y empresarios de otras actividades que incursionan en medios. Ninguno de estos modelos es bueno o malo per se. Linealmente podría considerarse que los segundos tienden a un periodismo más condicionado por los intereses propios o del conglomerado del que forman parte. No obstante, los primeros también pueden tener a veces condicionamientos si son empresas o entidades muy débiles o, por el contrario, cuando se trata de compañías muy grandes o poderosas, aunque sólo sean de medios. No hay una fórmula ideal al respecto.


			Pero mucho más allá de esta distinción están los medios cuyo único y verdadero propósito es la defensa de los intereses económicos (y políticos) de sus patrones, muy frecuentemente usados para realizar negocios cuestionables u ocultos con el poder político, incluyendo el enriquecimiento indebido y/o su conversión en aparatos de propaganda paraestatal. Adicionalmente, algunos de esos medios pueden ser crudamente extorsivos con personas o instituciones. Nuevamente, nada de esto debe confundirse con negocios publicitarios válidos o líneas editoriales legítimas que un medio lleve adelante. 


			En los países democráticos los medios indicados en el párrafo anterior son generalmente marginales o secundarios. Pero en la Argentina, durante el gobierno kirchnerista, tuvieron una centralidad que precisamente los transformó en piezas clave de un aparato de propaganda y corrupción, factores que en un gran número de casos fueron de la mano. 


			El paso del tiempo, así como los errores y limitaciones de la gestión macrista –entre los que no figura la restricción a la libertad de expresión– han posiblemente disminuido el recuerdo de lo que verdaderamente fue y representó este “aparato”. 


			Sin embargo, las evidencias sobre las características y naturaleza de este “aparato”, diseñado y llevado adelante en forma meticulosa y organizada por el gobierno kirchnerista, son abrumadoras. Su creación y funcionamiento en parte ilegal y en parte opuesto a prácticas republicanas fue una realidad muy concreta, por lo demás lesiva a la libertad de expresión, al debate democrático, a la igualdad jurídica y al principio de no partidización del Estado.


			Esto va más allá de las ideas que podía reflejar el kirchnerismo, cuya discusión es parte de otro debate. Sin embargo, no faltan quienes consideran a priori que la propaganda (en lo que representó de “activismo de Estado” y manipulación autoritaria) y la corrupción eran parte inescindible del modelo impulsado por el matrimonio Kirchner, calificado de “populista” de acuerdo con los postulados esbozados por el politólogo Ernesto Laclau (también simpatizante de ese proyecto político). 


			Es por estas razones que los titulares de medios kirchneristas (o creados o comprados durante el kirchnerismo) se encuentran tan nutridamente representados en este Mapa. No obstante, también figuran titulares de medios que incurrieron –en forma comprobada o presunta– en actos corruptos o indebidos durante (o con) gobiernos de otros signos. Pero son comparativa y previsiblemente mucho menos porque ese último tipo de medios no forman parte de un “aparato” creado por decisiones deliberadas desde esferas oficiales y en los términos en que existió hasta 2015.


			Ese aparato, que conjugaba propaganda y negocios, estaba estructuralmente sustentado en la asignación ingente y arbitraria de la publicidad oficial –que no se encontraba legalmente regulada–, con el fin de potenciar a medios “propios” y debilitar o disciplinar a los no afectos. Cuando estos recursos eran insuficientes también podía recurrirse a presiones desde instancias estatales, como la ejercida sobre Daniel Hadad para que vendiera los medios televisivos y radiales de su grupo a Cristóbal López o la aplicada a Héctor Ricardo García para que se desprendiera del grupo Crónica. A partir de diciembre de 2015, grandes porciones de ese aparato se desmoronaron como un castillo de naipes: medios como los de Szpolski no resistieron siquiera un mes el cambio de gobierno. 


			Los resultados de las elecciones presidenciales argentinas de 2019 plantean dos interrogantes. El primero es ¿qué pasará con los titulares de medios investigados, procesados y condenados? Ya se ha hablado del tiempismo de sectores de la justicia, pero aquí se suma un nuevo elemento: como candidato, el propio Alberto Fernández ha expresado: “vamos a tener que revisar muchas sentencias”, en alusión a las investigaciones por corrupción que afectan a figuras kirchneristas, ya que en su opinión “carecen de todo sustento y de toda racionalidad jurídica”. Fernández había también señalado a magistrados por sus apellidos y dijo: “van a tener que explicar las barrabasadas que escribieron para cumplir con el poder de turno”, manifestaciones que dieron lugar a un comunicado de rechazo de distintas asociaciones judiciales. 


			La Constitución Nacional, aunque no hable expresamente de los candidatos, es muy clara: “en ningún caso el Presidente de la Nación puede ejercer funciones judiciales, arrogarse el conocimiento de causas pendientes o restablecer las fenecidas”. Además, siendo Alberto Fernández parte del mismo grupo político cuyas figuras son acusadas de corrupción: ¿no representan estas manifestaciones una transgresión al principio que impide ser juez y parte en una misma situación?


			El otro interrogante es si tras una victoria de la lista que incluye a Cristina Kirchner podría volver a rearmarse ese “aparato” estatal/paraestatal de comunicación y propaganda, que fue desmontado a partir de diciembre de 2015. En este sentido debe diferenciarse tajantemente al periodista/comunicador que apoya en líneas generales a un gobierno o aún que es oficialista por motu propio individual (lo que puede juzgarse dentro de la libertad de expresión) de aquel periodista/comunicador que accede a ser parte de un aparato de propaganda sistemática organizado desde el poder y que actúa en forma coordinada con las altas esferas “bajando línea” político-comunicacional; esa maquinaria otorga asimismo a sus beneficiarios distintos grados de privilegio (fondos públicos, poder, ventajas selectivas) y generalmente limita o acalla a otros para evitar la difusión de mensajes opuestos (persecución o represalias). En una democracia, la existencia de este tipo de “aparato” contribuye a convertirla en un sistema autoritario.


			Más allá de la imagen que proyecta o busca proyectar Alberto Fernández, muchas figuras kirchneristas “puras” señalan (o dejan entrever) que no abandonaron las ideas que impulsaron en la gestión culminada en 2015. Incluso parecen pensar que su accionar con respecto a medios y periodismo se quedó corto. 


			No se trata solamente de declaraciones de figuras emblemáticas del kirchnerismo acerca de eliminar el poder judicial o de crear comisiones investigadoras de periodistas. La propia expresidenta ha expuesto también sus visiones (restrictivas) sobre la libertad de expresión y el funcionamiento de las instituciones en su libro de campaña Sinceramente. Y los antecedentes de Alberto Fernández como jefe de Gabinete (ocasión en la que ejercía el manejo de la comunicación de gobierno y también de los medios públicos) no demostraron respeto pleno por la ecuanimidad ni por la independencia periodística. Este hecho no cambia porque el mismo “aparato” que él contribuyó a crear lo haya perseguido después, es decir, antes de que accediera a ser el candidato de la exmandataria.


			En suma, todas estas ideas y actitudes fueron las que dieron vida a ese “aparato”, cuya dinámica –de acuerdo a lo que se apuntó anteriormente– exhibía elementos autoritarios y de corrupción a la vez. Hay quienes creen que las circunstancias políticas actuales no ofrecen el plafón político necesario para volver a esas prácticas, más allá de lo que algunos kirchneristas sugieran, por sus manifestaciones o por sus trayectorias. Otros suponen que eventuales actitudes de moderación o imágenes de cambio son solamente una fachada que encubre las verdaderas intenciones. En consecuencia, la incógnita acerca de la reedición de situaciones que en buena parte desembocaron en este Mapa continuará por un tiempo sin despejar.


			Es importante destacar que en la Argentina, frente a todos los defectos que puedan tener y con ciertas excepciones, los principales medios de alcance nacional no se ven afectados por prácticas corruptas a gran escala entre sus propietarios o sus profesionales. Tampoco son en su gran mayoría instrumentos de negocios extracomunicacionales o extraperiodísticos. 


			La situación es algo diferente en medios de segunda o tercera línea. Hay medios organizados como prolongaciones de otras actividades o como empresas para hacer caja, cuyos propietarios están abiertos a cualquier trato con el poder. Esto abarca desde productoras unipersonales de periodistas cuentapropistas hasta empresarios que no tienen el menor interés por el periodismo o por contenidos bien producidos, pero sí se ven como proveedores de propaganda al mejor postor: como se dice en el Río de la Plata, chiveros de empresas, dirigentes políticos o aún de todo un gobierno.


			En otros casos, en mercados de tamaño reducido –donde también imperan cuadros de pobreza endémica, escasez de trabajos y un desarrollo limitado de la cultura pluralista– abundan medios débiles y/o de poca autonomía, los que pueden actuar como instrumentos subordinados a otros negocios. En este contexto no faltan propietarios de medios poco capacitados, con mentalidad cortoplacista, anticompetitiva y feudal, a la vez que visiones estrechas de gobiernos jurisdiccionales que usan la publicidad oficial para influir sobre las informaciones y opiniones. 


			Esta combinación de factores fomenta no sólo prácticas de periodismo o de comunicación de escasa calidad, sino una amplia gama de conductas indebidas o corruptas, a veces ni siquiera conceptuadas como tales: es normal para muchos en estas condiciones no distinguir publicidad de periodismo o ignorar los límites entre el ámbito público y privado.


			La corrupción de los titulares de medios en la Argentina ha abarcado negociados o interacciones non sanctas con el Estado; estafas, extorsiones y desvío de fondos de distinto tipo; vaciamiento de medios; cesión de la línea editorial al gobierno de turno a cambio de ventajas ilegítimas; beneficios fraudulentos por publicidad oficial y hasta relaciones espurias con servicios de inteligencia. 


			Las formas más burdas de la corrupción en comunicación se corrigen a partir de gobiernos que renuncien a cooptar o presionar a los medios, a sus profesionales o a las estructuras económicas de que formen parte, no importa qué modalidad se emplee para estos propósitos (publicidad oficial, subsidios de fomento periodístico, artístico o cultural, o bien ventajas infraestructurales o regulatorias). 


			Simultáneamente, los organismos administrativos o judiciales deben sancionar de manera efectiva, rápida y ecuánime las faltas o delitos que pueden cometer los titulares de medios en sus actividades generales o en la propia gestión de los medios, siempre que no se relacionen con los contenidos que se difundan. 


			Otros tipos de corruptelas (fundamentalmente pequeños negociados o búsqueda de ventajas módicas basadas en el uso de la influencia mediática) serán más difíciles de combatir. La forma de contrarrestarlas vendrá por concientización sobre el tema, así como por cambios culturales, económicos y aún educativos que experimenten los propietarios de medios, los profesionales, las audiencias y la sociedad en su conjunto.


			Megacorrupciones al más alto nivel, como la “causa de los cuadernos” o la del Setor de Operações Estruturadas de la brasileña Odebrecht –relacionadas básicamente con contratos de obras públicas, pero que eventualmente podrían alcanzar a los medios– sólo serán erradicadas o acotadas si tanto la esfera política como la empresaria renuncian al uso de sobornos o conductas similares para conseguir poder o negocios. Esto se logra, en buena parte, con una justicia eficaz, fuerte y transparente que fije un estándar para el futuro, no importa cuán comunes, generalizadas, sistémicas o naturalizadas hayan sido estas prácticas en el pasado. 


			En este sentido, el problema se desplaza hacia la difícil tarea de construir un poder judicial saneado, verdaderamente independiente y despojado de las mencionadas actitudes tiempistas: un tema que excede ampliamente el análisis aquí propuesto.


			Por ahora hay una versión de la corrupción de la cual los medios argentinos parecen haberse mayormente librado: el narcotráfico. El poder corruptor y destructivo de este flagelo sobre la comunicación no constituye una mera hipótesis. En su momento, el Cartel de Cali operó en su país una importante cadena de radiodifusión –Grupo Radial Colombiano SA–, mientras hoy día el narcotráfico en lugares como México ha logrado cooptar a grupos musicales (narcocorridos), intimidar a medios locales y asesinar a numerosos periodistas, superándose las bajas de las peores guerras.


			Todos estos supuestos plantean un desafío al concepto de libertad de expresión, pero nuevamente no se trata de los contenidos que se transmiten sino del ensamble empresarial o económico de estos medios en una estructura más general, dedicada en todo o en parte a actividades ilegales. Las leyes penales comunes, si son correctamente redactadas y aplicadas (y no la regulación de medios), deberían ser suficientes para prevenir y desmontar estas actividades.


			Naturalmente, cualquier agenda que busque prevenir, desalentar y sancionar la corrupción relacionada con medios (y/o actividades más generales o ámbitos en los que éstos se desarrollen) parte de la existencia de un gobierno y de poderes institucionales que no toleren, no alienten y no ejerzan esa corrupción. Lo contrario a esta situación no sólo abarca el evidente apoderamiento o infiltración delincuencial del Estado; también incluye el accionar de grupos gobernantes que acepten como metodología de acción el uso o convalidación sistémica de la corrupción para lograr sus objetivos políticos o ideológicos.


			

				

					1.	 Las expresiones “titulares”, “medios de comunicación”, “situación judicial” y “denuncias” se refiere en términos generales a dueños o responsables efectivos con poder de decisión de emisoras o sistemas de radio y TV, abiertos o pagos, publicaciones gráficas y sitios de Internet, en todos los casos de carácter no gubernamental y que estén detenidos, condenados, procesados, investigados o denunciados por delitos o, en algunos casos, por conductas indebidas. Las definiciones y criterios de inclusión precisos se especifican más adelante en este texto.


				


			


		

OEBPS/Images/coverimage.jpg
Medios, corrupcion
y politica

Mapa de la situacion judicial de los titulares
de medios detenidos, condenados, procesados,
investigados o denunciados

«tmt





